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Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

SENTENCIA  

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de junio de 2019. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 19 de octubre 

de 2018, comparece Concretos del Pepino, Corp. (en adelante, 

Concretos del Pepino o la apelante).  Nos solicita que revoquemos 

una Sentencia Sumaria emitida y notificada el 21 de septiembre de 

2018, por el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, el TPI), Sala 

de San Sebastián.  Por medio del dictamen apelado, el foro primario 

declaró Con Lugar una solicitud de desestimación por prescripción 

y/o sentencia sumaria instada por el Arq. Jorge Oliver Piñero (en 

adelante, el arquitecto Oliver Piñero), tercero demandado en el caso 

de autos.  En consecuencia, el tribunal a quo dictó una sentencia 
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parcial desestimatoria a favor del arquitecto Oliver Piñeiro y del Ing. 

Alejandro Marrero Avilés (en adelante, el ingeniero Marrero Avilés). 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

revoca la Sentencia Sumaria apelada. 

I. 

El 1 de septiembre de 2010, CAPCON, Corp., incoó una 

Demanda sobre incumplimiento de contrato, y daños y perjuicios en 

contra de Concretos del Pepino.  En esta, CAPCON adujo que el 12 

de agosto de 2008, suscribió un contrato de arrendamiento de obras 

con el Municipio Autónomo de San Sebastián (en adelante, el 

Municipio) para construir el proyecto conocido como: “Construcción 

Plaza Cultura, Parque Temático de San Sebastián”.  Indicó que, 

durante la ejecución de la obra, le compró a la apelante cientos de 

yardas de hormigón, con una resistencia mínima de 3,000 libras por 

pulgadas cuadradas.  No obstante, manifestó que 414.5 yardas no 

cumplieron con la resistencia requerida, por lo que el Municipio 

exigió que se retiraran 355.5 yardas del hormigón de piso que ya 

había sido tirado.  Con relación a las restantes 59 yardas, el 

Municipio solicitó que se mejorara con lozas.  Finalmente, CAPCON 

reclamó los distintos daños alegadamente sufridos, valorados en la 

cuantía total de $690,000.00.  

 Así las cosas, el 6 de diciembre de 2010, la apelante presentó 

una Contestación a la Demanda, negando todas las alegaciones en 

su contra.  Además, Concretos del Pepino instó una Reconvención, 

a través de la cual aseveró que la única razón por la cual la 

resistencia se redujo fue por la forma inadecuada en que CAPCON 

manejó el hormigón vendido y servido.  Así pues, requirió la suma 

de $73,617.60 por el hormigón servido; $50,000.00 por el hormigón 

dejado de comprar; y $20,000.00 por los daños causados a la 

imagen corporativa y empresarial, más costas y honorarios de 

abogado. 
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 En igual fecha, 6 de diciembre de 2010, la apelante interpuso 

una Demanda contra Tercero, a los efectos de traer al pleito al 

Municipio y al ingeniero Marrero Avilés, quien, para ese entonces, 

se entendía que fue el diseñador del aludido proyecto.  En síntesis, 

la apelante manifestó que estos eran los responsables de cualquier 

daño ocasionado a CAPCON, toda vez que, de forma irracional, 

obstruyeron cualquier posible mitigación de los daños ocurridos. 

 Por su parte, el 9 de mayo de 2011, el ingeniero Marrero Avilés 

presentó su Contestación a Demanda Contra Tercero interpuesta por 

la apelante, en la que, inter alia, aclaró que su participación en el 

proyecto se limitó a evaluar ciertas losas de piso, y preparar un 

informe con conclusiones y recomendaciones, lo cual realizó a 

petición de la oficina del arquitecto Oliver Piñero.  Asimismo, el 

ingeniero Marrero Avilés manifestó que no fue el diseñador del 

referido proyecto, sino que fungió como consultor estructural.  

 A su vez, el 10 de agosto de 2011, el Municipio instó una 

Contestación a Demanda contra Tercero en la cual negó cualquier 

alegación de negligencia imputada por la apelante en su contra.  

Además, aceptó que ordenó la remoción de las losas de hormigón 

concernidas, ya que estas no cumplieron con las especificaciones 

del proyecto y el contrato de obras.  El Municipio afirmó que el 

ingeniero Marrero Avilés no había sido el diseñador del proyecto 

contratado, sino que había sido “Oliver Architects”.   

 Luego de varios asuntos procesales, el 30 de noviembre de 

2011, la apelante incoó una Demanda contra Tercero Enmendada y 

Solicitud de Des[i]stimiento.  En la misma, la apelante desistió sin 

perjuicio de la Demanda interpuesta en contra del ingeniero Marrero 

Avilés.  De otra parte, presentó una Demanda contra Tercero en 

contra del arquitecto Oliver Piñero, por entender que este era el 

responsable de los errores de diseño y por no acceder a alternativas 
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que, dentro de los criterios y estándares científicos, permitieran la 

corrección del hormigón perjudicado.  

 De otra parte, el 11 de enero de 2013, el arquitecto Oliver 

Piñero presentó su Contestación a la Demanda contra Tercero 

interpuesta por la apelante en la que aceptó haber sido el diseñador 

del proyecto en cuestión.  En específico, negó cualquier alegación de 

negligencia realizada en su contra.  Reiteró que, si en efecto hubo 

daños, se debían al incumplimiento por parte de la apelante, por 

haber suplido a CAPCON un hormigón que no se ceñía con las 

especificaciones y resistencia solicitadas, conforme al diseño 

estructural del ingeniero Marrero Avilés.  Entre otras defensas, y con 

relación a la polémica que nos atañe, expuso que la acción en su 

contra había prescrito. 

A su vez, el 1 de febrero de 2013, el arquitecto Oliver Piñero 

incoó una Demanda contra Tercero en contra del ingeniero Marrero 

Avilés, incluyéndolo nuevamente en el pleito de epígrafe.  En su 

comparecencia, expuso que el referido ingeniero había sido el 

diseñador de la parte estructural del proyecto, quien determinó las 

especificaciones y resistencia del hormigón a utilizarse en la obra 

contratada.  Explicó que, al no cumplir con las especificaciones de 

resistencia exigidas, tuvo que rendir un informe en el que 

recomendó que se demolieran y reconstruyeran las losas en 

controversia.  A raíz de lo anterior, el arquitecto Oliver Piñero afirmó 

haber seguido las recomendaciones del ingeniero Marrero Avilés y 

que, en todo momento, se basó en el diseño confeccionado por este.  

Por último, adujo que el aludido ingeniero era quien debía responder 

por los daños reclamados. 

En respuesta, el 12 de agosto de 2013, el ingeniero Marrero 

Avilés presentó su Contestación a Demanda Contra Tercero en la 

reclamación incoada por el arquitecto Oliver Piñero, en la cual 

rechazó cualquier alegación de negligencia en su contra.  Además, 
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sostuvo que los trabajos realizados fueron hechos conforme a la 

mejor práctica de la ingeniería y a los códigos de construcción 

aplicables.   

 Así las cosas, el 22 de julio de 2016, el arquitecto Oliver Piñero 

interpuso una Moción Solicitando Sentencia Sumaria.  En síntesis, 

arguyó que la acción en su contra había prescrito, toda vez que la 

apelante tenía un (1) año para presentar la reclamación en su contra 

desde que fue demandado por CAPCON el 10 de septiembre de 2010.  

A tales efectos, destacó que se le había emplazado el 15 de agosto 

de 2012.  Explicó que, desde el 10 de septiembre de 2010, la 

apelante advino en conocimiento del daño causado y su respectivo 

autor, por lo que la acción entablada en su contra se encontraba 

prescrita.1 

 Transcurridos varios procesos de rigor, incluyendo la 

presentación de múltiples recursos apelativos ante este Foro 

relacionados al pleito de epígrafe, y vencido el término para que la 

apelante presentara su oposición a la solicitud de sentencia sumaria 

incoada por el arquitecto Oliver Piñero, el 21 de septiembre de 2018, 

el foro de instancia emitió la Sentencia Sumaria aquí impugnada.  

Según adelantamos, mediante dicho dictamen, el foro sentenciador 

desestimó la Demanda interpuesta por la apelante en contra del 

arquitecto Oliver Piñero.  Asimismo, desestimó la causa de acción 

incoada en contra del ingeniero Marrero Avilés.  En lo pertinente, el 

TPI resolvió que la relación entre el arquitecto Oliver Piñero y la 

apelante era meramente extracontractual, a la cual le aplicaba el 

término prescriptivo de un (1) año dispuesto para las causas de 

acción por daños y perjuicios.  Conforme a lo anterior, estableció 

que el mencionado término comenzó a decursar el 10 de septiembre 

                                                 
1 Para sustentar su solicitud de sentencia sumaria juramentada, el arquitecto 

Oliver Piñero adjuntó nueve (9) anejos.  Los mismos surgen de los autos originales 

del caso de autos. 
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de 2010, fecha en que la apelante fue emplazada y conoció del 

alegado daño.  Además, concluyó que, debido a que el arquitecto 

Oliver Piñero fue emplazado el 15 de agosto de 2012, esto es, 

veintitrés (23) meses después de haber conocido el alegado daño, la 

Demanda estaba prescrita en contra de este.  Además, añadió que 

el aludido arquitecto había afirmado que, de resolverse la sentencia 

sumaria a su favor, renunciaba a la reclamación en contra del 

ingeniero Marrero Avilés.  Por consiguiente, el foro apelado declaró 

Con Lugar la solicitud de sentencia sumaria interpuesta por el 

arquitecto concernido y entendió desistida la acción incoada del 

arquitecto en contra del mencionado ingeniero.  

 En desacuerdo con la referida determinación, el 19 de octubre 

de 2018, la apelante presentó el recurso que nos ocupa en el cual 

adujo la comisión del siguiente señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia en dictar 
Sentencia Sumaria Parcial por prescripción a favor de 

Jorge Oliver Piñero. 
 

 Subsiguientemente, le concedimos a los apelados un término 

a vencer el 20 de noviembre de 2018, para exponer su postura en 

torno al recurso de epígrafe.  En cumplimiento con lo ordenado, el 

20 de noviembre de 2018, el ingeniero Marrero Avilés presentó su 

Alegato en Oposición a Recurso de Apelación.  Transcurrido en 

exceso el término concedido a la parte apelada, el arquitecto Oliver 

Piñero no compareció ante este Foro ni solicitó prórroga alguna.  

Previa solicitud de este Tribunal por conducto de una Resolución 

dictada el 7 de diciembre de 2019, el TPI nos remitió, en calidad de 

préstamo el expediente de epígrafe.   

Con el beneficio de los autos originales pertenecientes al foro 

primario y las comparecencias de las partes ante nuestra 

consideración, procedemos a exponer el derecho aplicable a la 

controversia que nos ocupa.  
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II. 

A. 

La prescripción es una de las formas establecidas en el Código 

Civil de Puerto Rico para la extinción de las obligaciones y acarrea 

la desestimación de cualquier acción que sea presentada fuera del 

término previsto para ello.  Maldonado v. Russe, 153 DPR 342, 347 

(2001).  En nuestro ordenamiento jurídico, la prescripción es 

materia de derecho civil sustantivo y no procesal, y se rige por las 

disposiciones del Código Civil o la legislación especial 

aplicable.  S.L.G. Serrano-Báez v. Foot Locker, 182 DPR 824, 831 

(2011); Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485 (2011); García 

Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 138, 147 (2008).     

Esta figura del derecho sustantivo tiene como finalidad “evitar 

la incertidumbre de las relaciones jurídicas y castigar la inacción en 

el ejercicio de los derechos, ya que el transcurso del período de 

tiempo establecido por ley, sin que el titular del derecho lo reclame, 

da lugar a una presunción legal de abandono”.  García Pérez v. Corp. 

Serv. Mujer, supra; Santos de García v. Banco Popular, 172 DPR 759, 

766 (2007); Galib Frangie v. El Vocero de P.R., 138 DPR 560, 566 

(1995).  Por lo cual, “el propósito medular de todo término 

prescriptivo es garantizar la estabilidad económica y social de las 

relaciones bilaterales, al estimular el rápido reclamo del 

cumplimiento de las obligaciones contractuales o legales y procurar 

así la tranquilidad del obligado contra la eterna pendencia de una 

acción civil en su contra”.  Cintrón v. E.L.A., 127 DPR 582, 588 

(1990).     

Además, la presentación pronta de una reclamación asegura 

que el transcurso del tiempo no confunda, ni borre el 

esclarecimiento de la verdad en cuanto a la responsabilidad y 

evaluación de los daños reclamados y su valoración.  También, evita 

que se generen sorpresas como parte de viejas reclamaciones y, por 
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ende, las consecuencias inevitables del transcurso del tiempo, tales 

como la pérdida de evidencia, memoria imprecisa y la dificultad para 

encontrar testigos.  Santos de García v. Banco Popular, supra, a la 

pág. 767; Campos v. Cía. Fom. Ind., 153 DPR 137, 144 (2001).     

El Artículo 1868 de nuestro Código Civil, 31 LPRA sec. 5298, 

dispone que las acciones para exigir responsabilidad civil por las 

obligaciones extracontractuales derivadas de la culpa o negligencia 

prescriben por el transcurso de un (1) año desde que lo supo el 

agraviado.  A tales efectos, el Artículo 1868, supra, provee que 

prescribirán en el transcurso de un (1) año: “(1) las acciones para 

recobrar o retener la posesión; y (2) las acciones para exigir la 

responsabilidad civil por injuria o calumnia, y por las obligaciones 

derivadas de la culpa o negligencia de que se trata en la sección 

5141 de este título desde que lo supo el agraviado”.   

Por otro lado, el Artículo 1873 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5303, establece que la prescripción se interrumpe por su ejercicio 

ante los tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor, y por 

cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor.  Los 

actos interruptores representan la manifestación inequívoca de 

quien, amenazado con la pérdida de su derecho, expresa su 

voluntad de no perderlo.  García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 

138, 148 (2008) (Cita omitida).   

En términos generales, el aludido término prescriptivo de un 

(1) año del Artículo 1868 del Código Civil, supra, para incoar una 

causa de acción comienza a transcurrir cuando el reclamante 

conoce, o debió conocer, si hubiera empleado un grado razonable de 

diligencia, que sufrió daños y quién se los causó.  CSMPR v. Carlo 

Marrero et als., 182 DPR 411, 425 (2011).  En Padín v. Cía Fom. Ind., 

150 DPR 403, 411 (2000), el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

manifestó lo que sigue a continuación:   
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Hemos resuelto reiteradamente que el verdadero punto 
de partida para computar el término prescriptivo para 

instar una acción de daños y perjuicios es la fecha en la 
que el agraviado supo del daño y pudo ejercitar su 
acción.  Por lo tanto, el término para ejercer las acciones 
comienza a transcurrir, no cuando se sufre el daño, sino 
cuando se conocen todos los elementos necesarios para 

poder ejercer la acción.   
  

  Como consecuencia, el momento que se toma como 

verdadero punto de partida en una acción de daños es la fecha en 

que el perjudicado conoció del daño, quién fue el autor y, además, 

desde que este conoce los elementos necesarios para poder ejercitar 

efectivamente su causa de acción.  Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 

328 (2004); Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 189 (2002); 

Martínez v. Bristol Myers, Inc., 147 DPR 383, 405 (1999).    

A la luz de los principios enunciados, resolvemos la 

controversia que nos ocupa. 

III. 

Como único señalamiento de error, la apelante arguye que 

incidió el foro de instancia al declarar Con Lugar la solicitud de 

sentencia sumaria instada por el arquitecto Oliver Piñero y 

desestimar la causa de acción incoada en contra de dicha parte.  En 

tal contexto, la apelante solicita que se revoque la desestimación 

decretada en cuanto a la reclamación incoada por este en contra del 

arquitecto Oliver Piñero, toda vez que no se encontraba prescrita al 

momento en que fue interpuesta.  Su planteamiento encuentra 

apoyo con la prueba comprendida en el expediente de autos.  

Veamos.     

En el caso de epígrafe, el pleito en daños y perjuicios fue 

inicialmente presentado por CAPCON el 10 de septiembre de 2010.  

De dicho pliego, no surgen alegaciones dirigidas al arquitecto Oliver 

Piñero, como posible responsable en calidad de diseñador del 

proyecto.  Con posterioridad, la apelante incoó una Demanda contra 

Tercero en contra del Municipio y el ingeniero Marrero Avilés el 6 de 
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diciembre de 2010.  Al revisar las alegaciones contenidas en dicha 

Demanda contra Tercero, notamos que la apelante dirigió su reclamo 

en contra del ingeniero concernido, pues, por información y creencia 

este era el diseñador del Proyecto Cultural de San Sebastián.  No fue 

hasta el 10 de agosto de 2011, cuando el Municipio presentó y le 

notificó su Contestación a la Demanda contra Tercero durante la 

celebración de una vista ante el foro primario, que la apelante advino 

en conocimiento de la verdadera identidad del posible causante del 

alegado daño sufrido por CAPCON.2  En específico, a través de la 

referida Contestación de la Demanda contra Tercero, el Municipio 

aclaró que el ingeniero Marrero Avilés no era el diseñador del 

Proyecto Plaza Cultural, sino “Oliver Architects”, entiéndase, el 

arquitecto Oliver Piñero.  Por su parte, en su Contestación, el 

ingeniero Marrero Avilés particularizó que su participación en el 

proyecto en controversia se limitó a preparar un informe de 

diagnóstico y evaluación en relación con cierta losa de piso, a 

petición de la oficina del arquitecto Oliver Piñero.  A tales efectos, 

reiteró que no fue el diseñador de dicho proyecto. 3   

Ante tal cuadro fáctico, el 30 de noviembre de 2011, dentro 

del término prescriptivo de un (1) año provisto por el Artículo 1868 

del Código Civil, supra, para entablar una causa de acción en daños 

y perjuicios al amparo del Artículo 1802, supra, la apelante 

demandó al arquitecto Oliver Piñero.  Somos del criterio que no 

había forma de que la apelante hubiera conocido, previo a la fecha 

de la vista celebrada, la identidad del posible autor del daño 

reclamado.  Por lo tanto, concluimos que el término prescriptivo 

empezó a transcurrir a partir del 10 de agosto de 2011, fecha en que 

                                                 
2 Véase, Minuta, Anejo IX del Apéndice del recurso de apelación, págs. 33-34.   
3 Véase, Contestación a Demanda contra Tercero incoada por el Municipio de San 

Sebastián y Contestación a Demanda contra Tercero interpuesta por el ingeniero 

Marrero Avilés, Anejos VII y VIII del Apéndice del recurso de apelación, págs. 25-

32.   
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conoció los elementos necesarios para ejercitar satisfactoriamente 

su causa de acción.   

Cónsono con los principios antes enunciados, en los casos 

específicos de las reclamaciones extracontractuales el término de 

prescripción comienza a transcurrir “desde que lo supo el agraviado” 

o desde que el perjudicado, después de conocer del acto torticero y 

de su causante, pudo ejercitar la acción.  Art. 1868 del Código Civil, 

supra.  Por ende, la presentación de la Demanda de la apelante en 

contra del arquitecto Oliver Piñero, el 30 de noviembre de 2011, fue 

oportuna.  En atención a lo anteriormente expuesto, erró el TPI al 

desestimar la reclamación de la apelante en contra del arquitecto 

Oliver Piñero por prescripción.  Consecuentemente, revocamos la 

determinación del foro primario.   

IV. 

Por las razones antes expresadas, se revoca la Sentencia 

Sumaria apelada.  En consecuencia, se devuelve el caso al TPI para 

la continuación de los procedimientos conforme a lo aquí resuelto.  

Se aclara que también se revoca la desestimación de la Demanda 

relacionada al ingeniero Marrero Avilés, por lo que este continúa 

activo en el pleito. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


